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Reformas constitucionales en materia de responsabilidades de los servidores 

públicos y particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de 

corrupción. 

___________________________________________________________________ 

Angélica Nava Serrano1 

 

El pasado 27 de mayo de 2015, se publicó el Decreto2 que contiene diversas modificaciones a 

títulos y capítulos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 

combate a la corrupción. Se trata de un tema ambicioso y en proceso de desarrollo, que abarca 

el capítulo de los Derechos Humanos y sus garantías, la creación de nuevas facultades del 

Congreso para expedir la leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoria Superior 

de la Federación y la ley general que establezca las bases del sistema nacional anticorrupción, 

así como el Tribunal Federal de Justica Administrativa, y la ley general que distribuya 

competencias entre los órdenes de gobierno para establecer responsabilidades administrativas 

de los servidores públicos, y las que correspondan a particulares vinculados con faltas 

administrativas graves. La reforma también incluye modificaciones a las facultades de la todavía 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal y la creación de un Tribunal de Justicia Administrativa 

para dirimir las diferencias entre la administración pública del Distrito Federal y los particulares.   

                                                           
1 Maestra en Derecho Administrativo por la Universidad Panamericana. 
2 Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas  disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
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Como puede apreciarse, el catálogo es amplio por lo que me enfocaré en el análisis de las 

modificaciones realizadas al Título Cuarto de la Carta Magna y su denominación actual “De las 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas 

Graves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado”.  

Resulta interesante analizar el Título Cuarto, en razón de que los servidores públicos al servicio 

del estado se verán compelidos a conocer, entender y atender los alcances que tendrán éstas 

adiciones y modificaciones al texto constitucional y en su oportunidad, la emisión de las nuevas 

leyes generales en materia de distribución de competencias entre los órdenes de gobierno para 

establecer responsabilidades de los servidores públicos y de los particulares. 

Conviene entonces tener en consideración que el primer obstáculo al que no enfrentaremos es 

encontrar la definición de la palabra corrupción, pues cada sociedad, país y organismos públicos 

y privados le dan un matiz diferente, sin embargo, es necesario proponer un punto de arranque 

que permita vislumbrar la conducta que se pretende sancionar dentro del citado sistema.  

Dentro de las varías definiciones que incluye el Diccionario de la Real Academia de la Lengua3, y 

en relación al caso que nos atañe, se encuentra la siguiente: “En las organizaciones, 

especialmente en las públicas, práctica consistente en la utilización de las funciones y medios de 

aquellas en provecho económico o de otra índole de sus gestores.” 

Por su parte la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, OCDE por sus 

siglas en inglés, a la cual México pertenece y por tal razón le resultan aplicables sus directrices, 

distingue el concepto de corrupción4 en dos vertientes: 

                                                           
3 http://www.rae.es/ versión consultada el 30 de diciembre de 2015 para la voz corrupción. 
4 Se han celebrado 3 Convenciones en las que se ha explorado  ampliamente tanto el tema de corrupción como el 
cohecho: 1) La Convención de la OCDE para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en 
transacciones comerciales internacionales; 2) El Consejo Europeo  para la adopción de la Convención de Derecho 

http://www.rae.es/
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a) Definición para efectos de naturaleza criminal, para la cual más bien señala delitos que se 

deben considerar como comportamiento corrupto y; 

b) Una definición para propósitos políticos, en este caso señala5 que una definición que cubre 

un amplio rango de actividades corruptas es “el abuso de una oficina pública o privada para 

obtener ganancias personales.”  

La pretensión de la OCDE, es que los estándares y buenas prácticas que se van desarrollando 

sean introducidos en el marco jurídico de cada uno de sus países miembros y no miembros, para 

así brindar apoyo a la lucha contra la corrupción.  

Encontramos también, que en el año 2012 se publicó la Ley Federal Anticorrupción en 

contrataciones públicas, en la que se incluye un listado de infracciones que darán lugar a 

responsabilidades (adicionales a las responsabilidades y sanciones previstos en otros 

ordenamientos), sin embargo, no contiene una definición del concepto que combate. 

Bajo el mencionado contexto y considerando que durante el presente año se deberán emitir las 

leyes secundarias del Sistema Nacional Anticorrupción6, conviene pasar a explicar brevemente 

las modificaciones realizadas al Título Cuarto de la Constitución, en concreto de los artículos 

108, 109, y 114, en razón de que es en éstos artículos donde se centra la actividad de los 

                                                                                                                                                                                            
Penal en materia de  Corrupción  y 3)  La Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción; estos trabajos 
han servido como  referencia para llegar a las definiciones que aquí se incluyen. 
5 OECD Glossaries. Corruption: A glossary of international standars in criminal law. pp 22 OECD 2008 
6 El Decreto (véase nota 1), entró  en vigor el día 28 de mayo de 2015;  el artículo Segundo Transitorio de mismo 
establece que  “El Congreso de la Unión , dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del 
Decreto, deberá aprobar las leyes generales  a que se refieren  diversas fracciones del artículo 73, así como realizar  
las adecuaciones   a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal , con el objeto de que la Secretaria 
responsable del control interno del Ejecutivo Federal, asumas las facultades necesarias para el cumplimiento de lo 
previsto en el referido Decreto y en las leyes que derivan del mismo.  Así también el artículo Quinto Transitorio 
señala que las adiciones, reformas y derogaciones  que por virtud del Decreto se hacen a los artículos 79, 108,109, 
113, 114, 116 , fracción V,  y 122 Base Quinta, entraran en vigor en la misma fecha en que lo hagan las leyes a que 
se refiere el  Transitorio segundo. 
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servidores públicos y su relación con los particulares. Más allá del nombre del Título Cuarto, en 

el que resulta evidente la inclusión de la responsabilidad de los particulares y no únicamente de 

los servidores públicos, encontramos las siguientes modificaciones: 

Artículo 108.  

 Además de la declaración patrimonial que los servidores públicos ya estaban obligados a 

presentar, se incluye la declaración de intereses, cuyos términos aún no se encuentran 

determinados. 

Por lo que hace a los particulares7 que intervengan en actos vinculados con faltas 

administrativas graves cometidas por los servidores públicos, se establece: 

 Que serán los tribunales de justicia administrativa, (ya no los órganos internos de 

control), los que podrán inhabilitarlos para participar en los procedimientos de 

contrataciones (adquisiciones y obra pública). 

 La clasificación de particulares incluye a las personas físicas y morales, cuando los actos 

punibles sean cometidos por personas físicas que actúen en su nombre y 

representación, y claro, en su beneficio. 

 Se prevé también la posibilidad hasta de disolver sociedades en los casos que éstas 

causen perjuicios a la hacienda pública o a cualquier otro entre de cualquiera de los 3 

órdenes o se advierta que esa sociedad es utilizada de manera sistemática para 

vincularse con faltas administrativas graves.  

 

                                                           
7 Valga precisar que no es la primera ocasión que se regula la conducta de particulares, pues ya en el año 2012 la 

Ley Federal anticorrupción en contrataciones públicas estableció la posibilidad de sancionar a personas físicas y 
morales de nacionalidad mexicana y extranjeras, por las infracciones en que incurran con motivo de su 
participación en las contrataciones públicas de carácter federal, así como por las infracciones en que incurran en las 
transacciones comerciales internacionales. 
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Artículo 109. 

 Se incluye la posibilidad de sancionar en la vía penal a los particulares que incurran en 

actos de corrupción. 

 Se desglosan las sanciones administrativas y económicas a las que pueden estar sujetos 

los servidores públicos en caso de comisión de faltas administrativas y que los 

procedimientos para su investigación sanción serán determinados en la ley8. 

 Se establece que las faltas administrativas graves serán investigadas y sustanciadas por 

la Auditoria Superior de la Federación además de los órganos internos de control. 

 Se agrega de forma expresa la facultad para la investigación, sustanciación y sanción de 

las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial de la 

Federación. 

 La posibilidad de impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, 

que realicen los órganos internos de control9. 

Art. 114 

 Se modifica el plazo de prescripción de la responsabilidad administrativa y se incremente 

a no menos de 7 años en caso que los actos u omisiones sean considerados graves. 

 

                                                           
8 La ley general  que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para establecer responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos y las que correspondan a particulares vinculados con faltas 
administrativas graves, prevista a emitirse por el Congreso conforme a la facultad otorgada en el artículo 73 
fracción XXIX-V. 
9 Lo cual resulta de suma importancia si se considera que existe la Tesis 2ª./J 139/2009  con rubro 
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS.  EL ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO  DEL 
ARTÍCULO 13 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO ESTABLECE LIMITATIVAMENTE LAS CONDUCTAS QUE PUEDEN 
CALIFICARSE COMO GRAVES POR LA AUTORIDAD SANCIONADORA.”, dejando así a la discrecionalidad del órgano 
interno de control, la posibilidad de realizar su propia calificación de la conducta. 
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La visión de estas reformas, su inclusión dentro del Sistema Nacional Anticorrupción y la emisión 

de leyes generales, busca unificar los procedimientos de responsabilidades en todos los órdenes 

de gobierno y su aplicación será uniforme en todo el país. El Congreso debe concluir los trabajos 

de emisión de leyes secundarias a más tardar el 28 de mayo de 2016, es decir en un plazo no 

mayor de cuatro meses, considerando que el próximo periodo ordinario de sesiones dará inicio 

en febrero. 

No obstante que la reforma constitucional fue muy amplia, se encuentra por delante desarrollar 

adecuadamente los conceptos que permitan identificar y castigar efectivamente las conductas 

corruptas y en consecuencia a sus autores.  Es muy importante que el sistema ataque y controle 

las actividades dirigidas a causar un daño a la economía, la equidad y a los intereses de la 

sociedad, y que deje de lado el afanoso ejercicio que realizan actualmente los órganos internos 

de control para dar cumplimiento a sus indicadores, lo que a nuestra opinión, es sumamente 

distinto a combatir la corrupción.  

 


